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	    TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

TERCERA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 0473/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

PRESIDENTE MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE GUADALCÁZAR, S.L.P. Y CODEMANDADAS
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO


San Luis Potosí, S.L.P., a trece de noviembre de dos mil dieciocho.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 0473/2018-3, promovido por ********** contra actos del Presidente Municipal del Ayuntamiento de Guadalcázar S.L.P. y otras autoridades del mismo Ayuntamiento; y,
R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante acuerdo de seis de junio de dos mil dieciocho, previo requerimiento formulado por auto de veinticinco de mayo de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito signado por ********** mediante el cual demandó a las siguientes autoridades: Presidente Municipal del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P.; Síndico Municipal del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P.; Secretario General del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P.; Director de Comercio del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P.; Director de Ecología y Medio Ambiente del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P.; Director de Protección Civil del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P.; Director de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P.; Elementos de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P., por la nulidad del siguiente acto: “la ilegal suspensión de actividades del ********** ubicado en el Ejido ********** correspondiente a la Comunidad de Aguaje de los García y anexos Lagunas de Gerardo y Minas de Plata, en el Municipio de Guadalcázar, San Luis Potosí, llevada a cabo por autoridades municipales de dicho Ayuntamiento que han quedado señaladas y acto que no cumple con los elementos de validez y legalidad”; manifestando que tuvo conocimiento de tal acto el día tres de mayo de dos mil dieciocho; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas y a los terceros interesados, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Mediante proveído de veintisiete de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo a las autoridades demandadas por no contestando la demanda instaurada en su contra, se les hizo efectivo el apercibimiento decretado en el auto de fecha seis de junio de dos mil dieciocho, y se les tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; en el propio auto, se tuvieron por ofrecidas las pruebas de la parte actora y se le requirió para que en el término de cinco días exhibiera el interrogatorio, con el apercibimiento que de no hacerlo, se desecharía la prueba testimonial que ofreció; por auto de fecha once de octubre de dos mil dieciocho se hizo efectivo el apercibimiento decretado a la parte actora en acuerdo de fecha veintisiete de agosto del mismo año, y se desechó la prueba testimonial que ofreció, por no haber exhibido el interrogatorio correspondiente dentro del término que para tal efecto le fue concedido, se hizo efectivo el apercibimiento a los terceros interesados contenido en el auto de fecha seis de junio de dos mil dieciocho, y se les tuvo por no apersonándose a juicio, en el mismo auto se  fijó fecha y hora para la audiencia final; la cual se verificó el treinta de octubre de dos mil dieciocho, con la asistencia del autorizado de la parte actora, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de la parte actora; en periodo de alegatos se dio cuenta de los formulados por la parte actora y por la demandada Síndico Municipal del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P., se certificó que no se formularon estos por las diversas autoridades demandadas ni por los terceros interesados; y se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues exhibió copia certificada del Título de Concesión Minera de Exploración número ********** y del contrato de permiso de explotación minera celebrado por el actor con los titulares de la concesión ********** en fecha 16 dieciséis de junio de 2014 dos mil catorce; así como formato  original de Detalle de la Situación del Pago de derechos del Título de concesión ********** que contiene como fecha del último pago el 23 veintitrés de enero de 2018 dos mil dieciocho; documentos visibles en fojas 12 a 18 y 34 a 39 de este sumario.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En cuanto a la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se les tuvo por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en virtud de que no dieron contestación a la demanda en el término que les fue concedido para ello, circunstancia que se hace constar en el proveído de fecha veintisiete de agosto de dos mil dieciocho. 
Respecto a la personalidad de los terceros interesados, tampoco comparecieron a juicio en el término que para tal efecto les fue concedido, por lo que se les tuvo por no apersonándose a juicio, debiendo soportar las consecuencias derivadas de la resolución definitiva que se dicte, según consta en el proveído de fecha once de octubre de dos mil dieciocho.
TERCERO.- La Litis de la presente controversia, es determinar la legalidad o ilegalidad la suspensión de actividades del ********** ubicado en el Ejido ********** correspondiente a la Comunidad de Aguaje de los García y anexos Lagunas de Gerardo y Minas de Plata, en el Municipio de Guadalcázar, San Luis Potosí, llevada a cabo por las autoridades demandadas, en fecha tres de mayo de dos mil dieciocho. 
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento de manera oficiosa, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento hechas valer por las demandadas y tampoco que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación contenidos en el escrito inicial de demanda, que se advierten en fojas 3 a 4 de los autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, los que se analizan de manera conjunta con lo señalado en el punto VII del capítulo de antecedentes, al estar vinculados entre sí, en la parte que impugna la violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica; señalando en forma medular lo siguiente:

“ANTECEDENTES.-...”
…“VII.- Es el caso que de manera unilateral, sin motivo ni fundamento, en fecha 03 de mayo del año en curso, el comisariado ejidal… vía telefónica, nos comunica que ya no existe el permiso, que este asunto ya se encontraba en manos del Presidente Municipal, con quien a las 9:45 horas… intentamos entrevistarnos con él, pero no nos recibió, sino que quien nos atendió fue… mientras que de manera ilegal y dolosa se llevaba a cabo en esos mismos momentos la clausura de los trabajos en la mina,… se presentaron en el ********** el Director de Ecología, en compañía con el… y le indicaron a ********** encargado en ese momento del ********** que por órdenes del Director de ecología del municipio y del propio presidente municipal y basados en los acuerdos de cabildo… quedaban suspendidos los trabajos de la mina, y sin más colocaron una cinta amarilla para impedir que siguiéramos trabajando, lo anterior nos fue informado… cuando nos encontrábamos en la presidencia municipal de Guadalcazar.” 
“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN:”

“De lo anteriormente narrado, se advierte que el acto impugnado no cumple con las formalidades y elementos del acto administrativo establecidos en el ordinal 164 de la codificación procesal administrativa en especial en sus fracciones:”

“I.- Debe ser dictado por autoridad competente:”
“...El Ayuntamiento y todas sus autoridades carecen de facultades para suspender o impedir los trabajos de un fundo minero.”

“II.- ...las autoridades municipales no cuentan con ordenamiento legal que les faculte a realizar el acto administrativo aquí impugnado.”
“... IV.- ...no existe ningún tipo de documento que avale la actuación de las autoridades municipales y se incumple de igual forma con la presente fracción...”

“V.- El acto aquí impugnado carece totalmente de Motivo y Fundamento.”

“...No cumple con los requisitos del ordinal 165 del Código de Procedimiento Administrativos...”

“...no se han seguido las formalidades del procedimiento administrativo, a que no se encuentra fundado y motivado.”

Del estudio de los conceptos de impugnación citados, esta Sala determina que resultan fundados y suficientes para decretar la ilegalidad del acto impugnado, de acuerdo con lo siguiente:
En el caso en estudio, la parte actora se duele de la suspensión de actividades de un ********** del cual tiene un contrato de explotación, suspensión llevada a cabo por autoridades municipales del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P., el día tres de mayo de dos mil dieciocho, señalando que de manera unilateral, sin motivo ni fundamento se presentaron en el domicilio del mismo, y le dijeron al encargado, que por órdenes del Director de Ecología del municipio, del Presidente Municipal y basados en los acuerdos de cabildo, quedaban suspendidos los trabajos de la mina, colocando una cinta amarilla para impedir que siguieran trabajando; y que por ello el acto de suspensión de actividades no cumple con los elementos y requisitos del acto administrativo contenidos en los artículos 164 fracciones I, II, IV y 165 fracciones I y II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En ese sentido, esta Sala advierte que el acto de suspensión de actividades impugnado, y que el actor en el escrito de demanda en los apartados de Acto Administrativo Impugnado y punto VII de Antecedentes, argumentó fue ejecutado por las autoridades demandadas el día tres de mayo de dos mil dieciocho, quienes informaron al encargado del ********** que quedaban suspendidos los trabajos de la mina, y colocaron una cinta amarilla para impedir que siguieran trabajando; fue debidamente acreditado por el promovente, con la confesión ficta en que incurrieron las autoridades demandadas, ante la falta de contestación de la demanda instaurada en su contra en este juicio, lo cual generó que conforme lo establecido en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado, mediante el auto de fecha veintisiete de agosto de dos mil dieciocho, se les tuviera por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en virtud de que no lo hicieron en el término que para ese efecto señala la ley. 
Afirmación del acto impugnado, que no se encuentra desvirtuada por las autoridades demandadas con ningún medio probatorio aportado en este juicio, por lo que la confesión ficta en comento deriva de la falta de contestación del escrito de demanda por parte de las autoridades demandadas, respecto de los hechos contenidos en el escrito de demanda que obra en autos de foja 1 a la 5, entre los cuales se encuentra la afirmación del actor, de la Suspensión de actividades del ********** ubicado en el ********** correspondiente a la Comunidad de Aguaje de los García y anexos Lagunas de Gerardo y Minas de Plata, en el Municipio de Guadalcázar, San Luis Potosí, llevada a cabo por autoridades municipales demandadas, en fecha tres de mayo de dos mil dieciocho; afirmación la cual en concatenación con la confesión ficta que se analiza, es suficiente para acreditar la existencia del acto impugnado, ya que la confesión ficta no está contradicha con ninguna de las probanzas aportadas en este juicio por las partes, en tal virtud, es procedente se tenga a las autoridades demandadas, por afirmando y confirmando el acto impugnado, ya que no existe prueba en contrario que lo desvirtué, conforme lo establece el segundo párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que a la letra dice: 

“ARTÍCULO 241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario...”

[Énfasis añadido]

Sin que pase inadvertido para esta Sala, que el diverso demandado Síndico Municipal del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P., al momento de dar cumplimiento a la suspensión del acto impugnado que fue otorgada a la parte actora, informa que son inexistentes los sellos que refiere fueron colocados el actor del presente juicio; sin embargo esta manifestación es insuficiente para tenerlo por controvirtiendo la existencia del acto impugnado, como pretende al formular sus alegatos; en razón de que ni esta autoridad, ni ninguna de las diversas demandadas dieron contestación a la demanda, y se les tuvo por contestando en sentido afirmativo; sin que las manifestaciones contenidas en el escrito de cumplimiento a la suspensión otorgada al actor, relativas al colocado de sellos, que dice son inexistentes, desvirtúen la confesión ficta de las demandadas, respecto a la existencia del acto impugnado y de los hechos contenidos en el escrito de demanda.
En esa tesitura, le asiste razón al actor, al señalar que el acto impugnado no cumple con las formalidades y elementos del acto administrativo contenidos en los artículos 164 fracciones I, II, IV y V y 165 fracciones I y II del Código Procesal Administrativo para el Estado, en virtud de que el acto de suspensión de actividades de la mina, se ejecutó sin que las autoridades demandadas contaran una orden de suspensión por escrito, expedido por autoridad competente, debidamente fundada y motivada, y sin que se haya desahogo el procedimiento previo por la autoridad competente; en que se le diera la oportunidad de ser oído y vencido en ese procedimiento, siendo que al tratarse de un acto de suspensión de actividades de un fundo minero, la autoridad que lo ejecute, debe en primer término, con base en las disposiciones legales que le otorguen facultades para ello, llevar a cabo el procedimiento correspondiente, y posteriormente determinar de manera fundada y motivada las sanciones que sean aplicables al caso concreto, debiendo emitir por escrito la orden correspondiente para su aplicación; circunstancias que no ocurrieron en el caso en estudio; por lo que las autoridades demandadas omitieron cumplir con la obligación de respetar las garantías de audiencia y seguridad jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 Constitucionales. 
Ello es así, pues no obra en autos prueba alguna de la que se advierta la existencia una la orden de suspensión por escrito, tampoco del desahogo del procedimiento previo, máxime que la confesión ficta de las autoridades demandadas, no se encuentra desvirtuada con ningún medio probatorio ofrecido por las partes en este juicio, circunstancia que se desprende de la valoración conjunta de los medios de prueba que obran en este expediente.

En esa tesitura se tiene que la parte actora ofreció como probanzas de su parte para acreditar el acto impugnado, las documentales que obran en autos a fojas 12 a la 29 y 34 a 39, consistentes en: copia certificada del Contrato de Permiso de Explotación Minera celebrado por el actor y el representante legal de los titulares de la concesión minera ********** de fecha 16 dieciséis de junio de 2014 dos mil catorce, ratificado ante el Notario Público número Ocho con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado; copia simple de 4 hojas del Poder notarial otorgado a ********** por ********** y ********** ante la fe del Notario Público número Veinte con ejercicio en el Distrito de esta Capital, de fecha 13 trece de enero de 2013 dos mil trece; copia simple del Acta de Asamblea del Ejido Aguaje de los García y sus anexos Lagunas de Gerardo y Minas de Plata, Municipio de Guadalcázar, S.L.P., de fecha 20 veinte de abril de 2013 dos mil trece, en el que se aprobó otorgar autorización a ********** para realizar trabajos de explotación minera; publicación impresa de la página de Facebook de la Presidencia Municipal de Guadalcázar, S.L.P, de fecha 03 tres de mayo de 2018 dos mil dieciocho; copia certificada del Título de Concesión Minera de Exploración número ********** y formato original de Detalle de la Situación del Pago de derechos del Título de concesión ********** que contiene como fecha del último pago el 23 veintitrés de enero de 2018 dos mil dieciocho.
Las documentales exhibidas en original y copia certificada, adquieren valor probatorio pleno conforme lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, en cuanto a las que fueron exhibidas en copias simples, toda vez que no fueron objetadas por las demandadas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 100 del Código en cita, se tienen por auténticas y adminiculadas con la confesión ficta de las autoridades demandadas, al no haber dado contestación a la demanda, adquieren valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellas; probanzas en cita, de las que si bien es cierto, no se desprenden ningún dato encaminado a acreditar plenamente la suspensión de actividades del fundo minero ejecutada el día tres de mayo de dos mil dieciocho, también lo es, que no arrojan dato alguno tendiente a desvirtuar como prueba en contrario la aseveración de que fueron suspendidas las actividades de la mina en esa fecha por las autoridades demandadas. 

En este orden de ideas, y atendiendo a lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la confesión ficta en que incurrieron las autoridades demandadas, es suficiente para acreditar la existencia del acto administrativo impugnado, el cual es violatorio de las garantías de audiencia y seguridad jurídica, consagradas en los artículos 14 y 16 Constitucionales, que establece que es obligatorio que las autoridades demandadas previamente a la emisión del acto recurrido que implica la privación de derechos de los demandantes, den oportunidad a los particulares para que expongan lo que consideren pertinente en defensa de sus intereses, y ejerciten el derecho de ser oídos y vencidos en juicio, a efecto de que conozcan del acto administrativo que les afecta y en su defecto aporten las pruebas que estimen pertinentes para defender sus derechos; y que todo acto de autoridad debe ser emitido por autoridad competente, debidamente fundado y motivado, por lo que al no respetarse estas circunstancias, es obvio que el acto impugnado incumple con lo establecido en los numerales en cita.
En consecuencia, le asiste razón al promovente para decretar la nulidad del acto impugnado consistente en la suspensión de actividades del ********** ubicado en el ********** correspondiente a la Comunidad de Aguaje de los García y anexos Lagunas de Gerardo y Minas de Plata, en el Municipio de Guadalcázar, San Luis Potosí, llevada a cabo por las autoridades municipales demandadas, en fecha tres de mayo de dos mil dieciocho; por no cumplir con las formalidades establecidas en los numerales 164 fracciones I, II, IV y V, 165 fracciones I y II, y tampoco con las  garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 Constitucionales.
En esa tesitura, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistentes en: la suspensión de actividades del ********** llevada a cabo por autoridades municipales del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P, en fecha tres de mayo de dos mil dieciocho; así  como la clausura de los trabajos en la mina  y su ejecución mediante el colocado de la cinta en el fundo minero ubicado en el ********** correspondiente a la Comunidad de Aguaje de los García y anexos Lagunas de Gerardo y Minas de Plata, en el Municipio de Guadalcázar, San Luis Potosí, y por consecuencia se decreta la NULIDAD TOTAL, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

Ahora bien, en cuanto al colocado de la cinta en ********** ubicado en el ********** correspondiente a la Comunidad de Aguaje de los García y anexos Lagunas de Gerardo y Minas de Plata, en el Municipio de Guadalcázar, San Luis Potosí, no se procede a ordenar el retiro de la misma, en razón de que se advierte que la autoridad demandada Síndico Municipal  del Ayuntamiento de Guadalcázar, S.L.P., en fecha 25 de junio de 2018, informó a ese Tribunal, que dio cumplimiento a la suspensión otorgada a la parte actora respecto de los actos impugnados; y si bien es cierto, al dar cumplimiento a la suspensión, señala que son inexistentes los sellos que el actor refiere fueron colocados, también lo es, que derivado de la confesión ficta de las autoridades demandadas, se les tuvo por afirmando los hechos de la demanda, sin que exista prueba en contrario. 
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 de Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva; las autoridad demandada, deberá dejar sin efecto cualquier acto que hayan emitido en relación con la suspensión de las actividades del ********** ubicado en el ********** correspondiente a la Comunidad de Aguaje de los García y anexos Lagunas de Gerardo y Minas de Plata, en el Municipio de Guadalcázar, San Luis Potosí ; y en su caso, se deberá girar los comunicados relativos para cancelar cualquier acto que al respecto se hubiere efectuado; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a las autoridades demandadas que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria las prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, las requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones I, II y III, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y, por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
